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I.    D isposiciones generales

JEFA TU R A  D EL ES TA D O
21990 LEY 39/2006, de 14 de diciembre, de Promo-

ción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia.

JU A N  C A R LOS  I

R EY D E ES PA Ñ A

A  todos los que la presente vieren y entendieren.
S abed: Q ue las C ortes G enerales han aprobado y Y o 

vengo en sancionar la siguiente ley.

EX POS IC IÓ N  D E M OTIVOS

1. La atención a las personas en situación de depen-
dencia y la promoción de su autonomía personal consti-
tuye uno de los principales retos de la política social de 
los países desarrollados. El reto no es otro que atender las 
necesidades de aquellas personas que, por encontrarse 
en situación de especial vulnerabilidad, requieren apoyos 
para desarrollar las actividades esenciales de la vida dia-
ria, alcanzar una mayor autonomía personal y poder ejer-
cer plenamente sus derechos de ciudadanía.

En octubre de 2003 se aprobó en el Pleno del C on-
greso de los D iputados la R enovación del Pacto de Toledo 
con una R ecomendación A dicional 3.ª que expresa: 
«resulta por tanto necesario  configurar un sistema inte-
grado que aborde desde la perspectiva de globalidad del 
fenómeno de la dependencia y la C omisión considera 
necesaria una pronta regulación en la que se recoja la 
definición de dependencia, la situación actual de su 
cobertura, los retos previstos y las posibles alternativas 
para su protección».

El reconocimiento de los derechos de las personas en 
situación de dependencia ha sido  puesto de relieve por 
numerosos documentos y decisiones de organizaciones 
internacionales, como la Organización M undial de la 
S alud, el C onsejo de Europa y la U nión Europea. En 2002, 
bajo la presidencia española, la U nión Europea decidió  
tres criterios que debían reg ir las políticas de dependen-
cia de los Estados miembros: universalidad, alta calidad 
y sostenibilidad en el tiempo de los sistemas que se 
implanten.

Las conclusiones del Informe de la S ubcomisión sobre 
el estudio  de la situación actual de la discapacidad, de 13 
de diciembre de 2003, coinciden en la necesidad de confi-
gurar un sistema integral de la dependencia desde una 
perspectiva global con la participación activa de toda la 
sociedad.

En España, los cambios demográficos y sociales están 
produciendo un incremento progresivo de la población 
en situación de dependencia. Por una parte, es necesario  
considerar el importante crecimiento de la población de 

más de 65 años, que se ha duplicado en los últimos 30 
años, para pasar de 3,3 millones de personas en 1970 
(un 9,7 por ciento de la población total) a más de 6,6 
millones en 2000 (16,6 por ciento). A  ello hay que añadir 
el fenómeno demográfico denominado «envejecimiento 
del envejecimiento», es decir, el aumento del colectivo de 
población con edad superior a 80 años, que se ha dupli-
cado en sólo veinte años.

A mbas cuestiones conforman una nueva realidad de 
la población mayor que conlleva problemas de depen-
dencia en las últimas etapas de la vida para un colectivo 
de personas cada vez más amplio . A simismo, diversos 
estudios ponen de manifiesto la clara correlación exis-
tente entre la edad y las situaciones de discapacidad, 
como muestra el hecho de que más del 32%  de las perso-
nas mayores de 65 años tengan algún tipo de discapaci-
dad, mientras que este porcentaje se reduce a un 5%  para 
el resto de la población.

A  esta realidad, derivada del envejecimiento, debe 
añadirse la dependencia por razones de enfermedad y 
otras causas de discapacidad o  limitación, que se ha 
incrementado en los últimos años por los cambios produ-
cidos en las tasas de supervivencia de determinadas 
enfermedades crónicas y alteraciones congénitas y, tam-
bién, por las consecuencias derivadas de los índices de 
siniestralidad vial y laboral.

U n 9%  de la población española, según la Encuesta 
sobre D iscapacidades, D eficiencias y Estado de S alud 
de 1999, presenta alguna discapacidad o  limitación que le 
ha causado, o  puede llegar a causar, una dependencia 
para las actividades de la vida diaria o  necesidades de 
apoyo para su autonomía personal en igualdad de opor-
tunidades. Para este colectivo se legisló recientemente 
con la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de Igualdad de 
Oportunidades, no discriminación y accesibilidad univer-
sal de las personas con discapacidad.

2. La atención a este colectivo de población se con-
vierte, pues, en un reto ineludible para los poderes públi-
cos, que requiere una respuesta firme, sostenida y adap-
tada al actual modelo de nuestra sociedad. N o hay que 
olvidar que, hasta ahora, han sido las familias, y en espe-
cial las mujeres, las que tradicionalmente han asumido el 
cuidado de las personas dependientes, constituyendo lo 
que ha dado en llamarse el «apoyo informal». Los cam-
bios en el modelo de familia y la incorporación progresiva 
de casi tres millones de mujeres, en la última década, al 
mercado de trabajo introducen nuevos factores en esta 
situación que hacen imprescindible una revisión del sis-
tema tradicional de atención para asegurar una adecuada 
capacidad de prestación de cuidados a aquellas personas 
que los necesitan.

El propio  texto constitucional, en sus artículos 49 y 50, 
se refiere a la atención a personas con discapacidad y 
personas mayores y a un sistema de servicios sociales 
promovido por los poderes públicos para el bienestar de 
los ciudadanos. S i en 1978 los elementos fundamentales 
de ese modelo de Estado del bienestar se centraban, para 
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todo ciudadano, en la protección sanitaria y de la S eguri-
dad S ocial, el desarrollo social de nuestro país desde 
entonces ha venido a situar a un nivel de importancia fun-
damental a los servicios sociales, desarrollados funda-
mentalmente por las C omunidades A utónomas, con cola-
boración especial del tercer sector, como cuarto p ilar del 
sistema de bienestar, para la atención a las situaciones de 
dependencia.

Por parte de las A dministraciones Públicas, las necesi-
dades de las personas mayores, y en general de los afec-
tados por situaciones de dependencia, han sido atendidas 
hasta ahora, fundamentalmente, desde los ámbitos auto-
nómico y local, y en el marco del Plan C oncertado de 
Prestaciones Básicas de S ervicios S ociales, en el que par-
ticipa también la A dministración G eneral del Estado y 
dentro del ámbito estatal, los Planes de A cción para las 
Personas con D iscapacidad y para Personas M ayores. Por 
otra parte, el sistema de S eguridad S ocial ha venido asu-
miendo algunos elementos de atención, tanto en la asis-
tencia a personas mayores como en situaciones vincula-
das a la discapacidad: gran invalidez, complementos de 
ayuda a tercera persona en la pensión no contributiva de 
invalidez y de la prestación familiar por h ijo a cargo con 
discapacidad, asimismo, las prestaciones de servicios 
sociales en materia de reeducación y rehabilitación a per-
sonas con discapacidad y de asistencia a las personas 
mayores.

Es un hecho indudable que las entidades del tercer 
sector de acción social vienen participando desde hace 
años en la atención a las personas en situación de depen-
dencia y apoyando el esfuerzo de las familias y de las 
corporaciones locales en este ámbito. Estas entidades 
constituyen una importante malla social que previene los 
riesgos de exclusión de las personas afectadas.

La necesidad de garantizar a los ciudadanos, y a las 
propias C omunidades A utónomas, un marco estable de 
recursos y servicios para la atención a la dependencia y 
su progresiva importancia lleva ahora al Estado a interve-
nir en este ámbito con la regulación contenida en esta 
Ley, que la configura como una nueva modalidad de pro-
tección social que amplía y complementa la acción pro-
tectora del Estado  y del S istema de la S eguridad S ocial.

S e trata ahora de configurar un nuevo desarrollo de 
los servicios sociales del país que amplíe y complemente 
la acción protectora de este sistema, potenciando el 
avance del modelo de Estado social que consagra la 
C onstitución Española, potenciando el compromiso de 
todos los poderes públicos en promover y dotar los recur-
sos necesarios para hacer efectivo un sistema de servi-
cios sociales de calidad, garantistas y plenamente univer-
sales. En este sentido, el S istema de A tención de la 
D ependencia es uno de los instrumentos fundamentales 
para mejorar la situación de los servicios sociales en 
nuestro país, respondiendo a la necesidad de la atención 
a las situaciones de dependencia y a la promoción de la 
autonomía personal, la calidad de vida y la igualdad de 
oportunidades.

3. La presente Ley regula las condiciones básicas de 
promoción de la autonomía personal y de atención a las 
personas en situación de dependencia mediante la crea-
ción de un S istema para la A utonomía y A tención a la 
D ependencia (S A A D ), con la colaboración y participación 
de todas las A dministraciones Públicas.

El S istema tiene por finalidad principal la garantía de 
las condiciones básicas y la previsión de los niveles de 
protección a que se refiere la presente Ley. A  tal efecto, 
sirve de cauce para la colaboración y participación de las 
A dministraciones Públicas y para optimizar los recursos 
públicos y privados disponibles. D e este modo, configura 
un derecho subjetivo  que se fundamenta en los princi-
p ios de universalidad, equ idad y accesibilidad, desarro-
llando un modelo de atención integral al ciudadano, al 
que se reconoce como beneficiario  su  participación en el 

S istema y que administrativamente se organiza en tres 
niveles.

En este sentido, la competencia exclusiva del Estado 
para la regulación de las condiciones básicas que garanti-
cen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio  de 
los derechos y en el cumplimiento de los deberes consti-
tucionales (artículo 149.1 C E), justifica la regulación, por 
parte de esta Ley, de las condiciones básicas de promo-
ción de la autonomía personal y de atención a las perso-
nas en situación de dependencia mediante la creación de 
un S istema para la A utonomía y A tención a la D ependen-
cia con la colaboración y participación de todas las A dmi-
nistraciones Públicas, y con pleno respeto de las compe-
tencias que las mismas hayan asumido en materia de 
asistencia social en desarrollo del artículo 148.1.20 de la 
C onstitución.

La Ley establece un nivel mínimo de protección, defi-
nido y garantizado financieramente por la A dministración 
G eneral del Estado. A simismo, como un segundo nivel de 
protección, la Ley contempla un régimen de cooperación 
y financiación entre la A dministración G eneral del Estado 
y las C omunidades A utónomas mediante convenios para 
el desarrollo y aplicación de las demás prestaciones y 
servicios que se contemplan en la Ley. Finalmente, las 
C omunidades A utónomas podrán desarrollar, si así lo 
estiman oportuno, un tercer nivel adicional de protección 
a los ciudadanos.

La prop ia naturaleza del objeto de esta Ley requ iere 
un compromiso y una actuación conjunta de todos los 
poderes e instituciones públicas, por lo  que la coordina-
ción y cooperación con las C omunidades A utónomas es 
un elemento fundamental. Por ello, la ley establece una 
serie de mecanismos de cooperación entre la A dminis-
tración G eneral del Estado y las C omunidades A utóno-
mas, entre los que destaca la creación del C onsejo Terri-
torial del S istema para la A utonomía y A tención a la 
D ependencia. En su  seno deben desarrollarse, a través 
del acuerdo entre las administraciones, las funciones de 
acordar un marco de cooperación interadministrativa, la 
intensidad de los servicios del catálogo, las condiciones 
y cuantía de las prestaciones económicas, los criterios de 
participación de los beneficiarios en el coste de los servi-
cios o  el baremo para el reconocimiento de la situación 
de dependencia, aspectos que deben permitir el poste-
rior despliegue del S istema a través de los correspon-
dientes convenios con las C omunidades A utónomas.

S e trata, pues, de desarrollar, a partir del marco com-
petencial, un modelo innovador, integrado, basado en la 
cooperación interadministrativa y en el respeto a las com-
petencias.

La financiación vendrá determinada por el número de 
personas en situación de dependencia y de los servicios y 
prestaciones previstos en esta Ley, por lo que la misma 
será estable, suficiente, sostenida en el tiempo y garanti-
zada mediante la corresponsabilidad de las A dministra-
ciones Públicas. En todo caso, la A dministración G eneral 
del Estado garantizará la financiación a las C omunidades 
A utónomas para el desarrollo del nivel mínimo de protec-
ción para las personas en situación de dependencia reco-
gidas en esta Ley.

El S istema atenderá de forma equitativa a todos los 
ciudadanos en situación de dependencia. Los beneficia-
rios contribuirán económicamente a la financiación de los 
servicios de forma progresiva en función de su capacidad 
económica, teniendo en cuenta para ello el tipo de servi-
cio  que se presta y el coste del mismo.

El S istema garantizará la participación de las entida-
des que representan a las personas en situación de 
dependencia y sus familias en sus órganos consultivos.

S e reconocerá también la participación de los benefi-
ciarios en el sistema y la complementariedad y compatibi-
lidad entre los diferentes tipos de prestaciones, en los 
términos que determinen las normas de desarrollo.
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4. La Ley se estructura en un título preliminar; un 
título primero con cinco capítulos; un título segundo con 
cinco capítulos; un título tercero; dieciséis disposiciones 
adicionales; dos disposiciones transitorias y nueve dispo-
siciones finales.

En su título preliminar recoge las disposiciones que se 
refieren al objeto de la Ley y los princip ios que la inspiran, 
los derechos y obligaciones de las personas en situación 
de dependencia, y los titulares de esos derechos.

El título I configura el S istema de A tención a la 
D ependencia, la colaboración y participación de todas las 
A dministraciones Públicas en el ejercicio  de sus compe-
tencias, a través de los diversos niveles de protección en 
que administrativamente se organizan las prestaciones y 
servicios. La necesaria cooperación entre A dministracio-
nes se concreta en la creación de un C onsejo Territorial 
del S istema, en el que podrán participar las C orporacio-
nes Locales y la aprobación de un marco de cooperación 
interadministrativa a desarrollar mediante C onvenios 
con cada una de las C omunidades A utónomas. A si-
mismo, se regulan las prestaciones del S istema y el catá-
logo de servicios, los grados de dependencia, los crite-
rios básicos para su  valoración, así como el procedimiento 
de reconocimiento del derecho a las prestaciones.

El título II regula las medidas para asegurar la calidad 
y la eficacia del S istema, con elaboración de planes de 
calidad y sistemas de evaluación, y con especial atención 
a la formación y cualificación de profesionales y cuidado-
res. En este mismo título se regula el sistema de informa-
ción de la dependencia, el C omité C onsultivo del sistema 
en el que participarán los agentes sociales y se dota del 
carácter de órganos consultivos a los ya creados, C onsejo 
Estatal de Personas M ayores y del C onsejo N acional de la 
D iscapacidad y C onsejo Estatal de Organizaciones no 
G ubernamentales de A cción S ocial.

Por último, se regulan en el título III las normas sobre 
infracciones y sanciones vinculadas a las condiciones 
básicas de garantía de los derechos de los ciudadanos en 
situación de dependencia.

Las disposiciones adicionales introducen los cambios 
necesarios en la normativa estatal que se derivan de la 
regulación de esta Ley. A sí, se realizan referencias en 
materia de S eguridad S ocial de los cuidadores no profe-
sionales, en la Ley del Impuesto sobre la R enta de las 
Personas Físicas, en la normativa sobre discapacidad, 
gran invalidez y necesidad de ayuda de tercera persona, y 
se prevén las modificaciones necesarias para regular la 
cobertura privada de las situaciones de dependencia.

La disposición transitoria primera regula la participa-
ción financiera del Estado en la puesta en marcha del 
S istema en un periodo transitorio  hasta el año 2015, de 
acuerdo con las previsiones del calendario  de aplicación 
de la Ley que se contiene en la disposición final primera.

TÍTU LO PR ELIM IN A R

Disposiciones generales

A rtículo 1. Objeto de la Ley.

1. La presente Ley tiene por objeto regular las con-
diciones básicas que garanticen la igualdad en el ejerci-
cio  del derecho subjetivo  de ciudadanía a la promoción 
de la autonomía personal y atención a las personas en 
situación de dependencia, en los términos establecidos 
en las leyes, mediante la creación de un S istema para la 
A utonomía y A tención a la D ependencia, con la colabora-
ción y participación de todas las A dministraciones Públi-
cas y la garantía por la A dministración G eneral del Estado 
de un contenido mínimo común de derechos para todos 
los ciudadanos en cualquier parte del territorio  del Estado 
español.

2. El S istema para la A utonomía y A tención a la 
D ependencia responderá a una acción coordinada y
cooperativa de la A dministración G eneral del Estado y las 
C omunidades A utónomas, que contemplará medidas en 
todas las áreas que afectan a las personas en situación de 
dependencia, con la participación, en su caso, de las Enti-
dades Locales.

A rtículo 2. Definiciones.

A  efectos de la presente Ley, se entiende por:

1. A utonomía: la capacidad de controlar, afrontar y 
tomar, por propia iniciativa, decisiones personales acerca 
de cómo vivir de acuerdo con las normas y preferencias 
propias así como de desarrollar las actividades básicas de 
la vida diaria.

2. D ependencia: el estado de carácter permanente 
en que se encuentran las personas que, por razones deri-
vadas de la edad, la enfermedad o la discapacidad, y liga-
das a la falta o  a la pérdida de autonomía física, mental, 
intelectual o  sensorial, precisan de la atención de otra u  
otras personas o  ayudas importantes para realizar activi-
dades básicas de la vida diaria o, en el caso de las perso-
nas con discapacidad intelectual o  enfermedad mental, de 
otros apoyos para su autonomía personal.

3. A ctividades Básicas de la Vida D iaria (A BVD ): las 
tareas más elementales de la persona, que le permiten 
desenvolverse con un mínimo de autonomía e indepen-
dencia, tales como: el cuidado personal, las actividades 
domésticas básicas, la movilidad esencial, reconocer per-
sonas y objetos, orientarse, entender y ejecutar órdenes o  
tareas sencillas.

4. N ecesidades de apoyo para la autonomía perso-
nal: las que requieren las personas que tienen discapaci-
dad intelectual o  mental para hacer efectivo un grado 
satisfactorio  de autonomía personal en el seno de la 
comunidad.

5. C u idados no profesionales: la atención prestada a 
personas en situación de dependencia en su domicilio, 
por personas de la familia o  de su entorno, no vinculadas 
a un servicio  de atención profesionalizada.

6. C u idados profesionales: los prestados por una 
institución pública o  entidad, con y sin ánimo de lucro, o  
profesional autónomo entre cuyas finalidades se encuen-
tre la prestación de servicios a personas en situación de 
dependencia, ya sean en su hogar o  en un centro.

7. A sistencia personal: servicio  prestado por un asis-
tente personal que realiza o  colabora en tareas de la vida 
cotidiana de una persona en situación de dependencia, de 
cara a fomentar su vida independiente, promoviendo y 
potenciando su autonomía personal.

8. Tercer sector: organizaciones de carácter privado 
surgidas de la iniciativa ciudadana o  social, bajo diferen-
tes modalidades que responden a criterios de solidaridad, 
con fines de interés general y ausencia de ánimo de lucro, 
que impulsan el reconocimiento y el ejercicio  de los dere-
chos sociales.

A rtículo 3. Principios de la Ley.

Esta Ley se inspira en los siguientes princip ios:

a) El carácter público de las prestaciones del S istema 
para la A utonomía y A tención a la D ependencia.

b) La universalidad en el acceso de todas las perso-
nas en situación de dependencia, en condiciones de igual-
dad efectiva y no discriminación, en los términos estable-
cidos en esta Ley.

c) La atención a las personas en situación de depen-
dencia de forma integral e integrada.

d) La transversalidad de las políticas de atención a 
las personas en situación de dependencia.
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e) La valoración de las necesidades de las personas, 
atendiendo a criterios de equidad para garantizar la igual-
dad real.

f) La personalización de la atención, teniendo en 
cuenta de manera especial la situación de quienes requie-
ren de mayor acción positiva como consecuencia de tener 
mayor grado de discriminación o  menor igualdad de 
oportunidades.

g) El establecimiento de las medidas adecuadas de 
prevención, rehabilitación, estímulo social y mental.

h) La promoción de las condiciones precisas para 
que las personas en situación de dependencia puedan lle-
var una vida con el mayor grado de autonomía posible.

i) La permanencia de las personas en situación de 
dependencia, siempre que sea posible, en el entorno en el 
que desarrollan su vida.

j) La calidad, sostenibilidad y accesibilidad de los 
servicios de atención a las personas en situación de 
dependencia.

k) La participación de las personas en situación de 
dependencia y, en su caso, de sus familias y entidades que 
les representen en los términos previstos en esta Ley.

l) La colaboración de los servicios sociales y sanita-
rios en la prestación de los servicios a los usuarios del 
S istema para la A utonomía y A tención a la D ependencia 
que se establecen en la presente Ley y en las correspon-
dientes normas de las C omunidades A utónomas y las 
aplicables a las Entidades Locales.

m) La participación de la iniciativa privada en los 
servicios y prestaciones de promoción de la autonomía 
personal y atención a la situación de dependencia.

n) La participación del tercer sector en los servicios y 
prestaciones de promoción de la autonomía personal y 
atención a la situación de dependencia.

ñ) La cooperación interadministrativa.
o) La integración de las prestaciones establecidas en 

esta Ley en las redes de servicios sociales de las C omuni-
dades A utónomas, en el ámbito de las competencias que 
tienen asumidas, y el reconocimiento y garantía de su 
oferta mediante centros y servicios públicos o  privados 
concertados.

p) La inclusión de la perspectiva de género, 
teniendo en cuenta las distintas necesidades de mujeres 
y hombres.

q) Las personas en situación de gran dependencia 
serán atendidas de manera preferente.

A rtículo 4. Derechos y obligaciones de las personas en 
situación de dependencia.

1. Las personas en situación de dependencia ten-
drán derecho, con independencia del lugar del territorio  
del Estado español donde residan, a acceder, en condicio-
nes de igualdad, a las prestaciones y servicios previstos 
en esta Ley, en los términos establecidos en la misma.

2. A simismo, las personas en situación de depen-
dencia disfrutarán de todos los derechos establecidos en 
la legislación vigente, y con carácter especial de los 
siguientes:

a) A  disfrutar de los derechos humanos y libertades 
fundamentales, con pleno respeto de su dignidad e inti-
midad.

b) A  recibir, en términos comprensibles y accesibles, 
información completa y continuada relacionada con su 
situación de dependencia.

c) A  ser advertido de si los procedimientos que se le 
apliquen pueden ser utilizados en función de un proyecto 
docente o  de investigación, siendo necesaria la previa 
autorización, expresa y por escrito, de la persona en situa-
ción de dependencia o  quien la represente.

d) A  que sea respetada la confidencialidad en la 
recogida y el tratamiento de sus datos, de acuerdo con la 

Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de D atos de C arácter Personal.

e) A  participar en la formulación y aplicación de las 
políticas que afecten a su bienestar, ya sea a título indivi-
dual o  mediante asociación.

f) A  decidir, cuando tenga capacidad de obrar sufi-
ciente, sobre la tutela de su persona y bienes, para el caso 
de pérdida de su capacidad de autogobierno.

g) A  decidir libremente sobre el ingreso en centro 
residencial.

h) A l ejercicio  pleno de sus derechos jurisdiccionales 
en el caso de internamientos involuntarios, garantizán-
dose un proceso contradictorio .

i) A l ejercicio  pleno de sus derechos patrimoniales.
j) A  iniciar las acciones administrativas y jurisdiccio-

nales en defensa del derecho que reconoce la presente 
Ley en el apartado 1 de este artículo. En el caso de los 
menores o personas incapacitadas judicialmente, estarán 
legitimadas para actuar en su nombre quienes ejerzan la 
patria potestad o quienes ostenten la representación 
legal.

k) A  la igualdad de oportunidades, no discriminación 
y accesibilidad universal, en cualquiera de los ámbitos de 
desarrollo y aplicación de esta Ley.

l) A  no sufrir discriminación por razón de orientación 
o  identidad sexual.

3. Los poderes públicos adoptarán las medidas 
necesarias para promover y garantizar el respeto de los 
derechos enumerados en el párrafo anterior, sin más limi-
taciones en su ejercicio  que las directamente derivadas de 
la falta de capacidad de obrar que determina su situación 
de dependencia.

4. Las personas en situación de dependencia y, en su 
caso, familiares o  quienes les representen, así como los 
centros de asistencia, estarán obligados a suministrar 
toda la información y datos que les sean requeridos por 
las A dministraciones competentes, para la valoración de 
su grado y nivel de dependencia; a comunicar todo tipo 
de ayudas personalizadas que reciban, y a aplicar las 
prestaciones económicas a las finalidades para las que 
fueron otorgadas; o  a cualquier otra obligación prevista 
en la legislación vigente.

Las personas en situación de dependencia y, en su 
caso, sus familiares o  quienes les representen, no estarán 
obligados a aportar información, datos o  documentación 
que obren ya en poder de la A dministración Pública que 
los solicite o  que, de acuerdo con la legislación vigente, 
pueda ésta obtener por sus propios medios.

A rtículo 5. Titulares de derechos.

1. S on titulares de los derechos establecidos en la 
presente Ley los españoles que cumplan los siguientes 
requisitos:

a) Encontrarse en situación de dependencia en 
alguno de los grados establecidos.

b) Para los menores de 3 años se estará a lo dis-
puesto en la disposición adicional decimotercera.

c) R esidir en territorio  español y haberlo hecho 
durante cinco años, de los cuales dos deberán ser inme-
diatamente anteriores a la fecha de presentación de la 
solicitud. Para los menores de cinco años el periodo de 
residencia se exig irá a quien ejerza su guarda y custodia.

2. Las personas que, reuniendo los requisitos ante-
riores, carezcan de la nacionalidad española se regirán 
por lo establecido en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social, en los tratados internacio-
nales y en los convenios que se establezcan con el país de 
origen. Para los menores que carezcan de la nacionalidad 
española se estará a lo dispuesto en las Leyes del M enor 
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vigentes, tanto en el ámbito estatal como en el autonó-
mico, así como en los tratados internacionales.

3. El G obierno podrá establecer medidas de protec-
ción a favor de los españoles no residentes en España.

4. El G obierno establecerá, previo  acuerdo del C on-
sejo Territorial del S istema para la A utonomía y A tención 
a la D ependencia, las condiciones de acceso al S istema de 
A tención a la D ependencia de los emigrantes españoles 
retornados.

TÍTU LO I

El Sistema para la Autonomía y Atención 
a la D ependencia

C A PÍTU LO I

C onfiguración del Sistema

A rtículo 6. Finalidad del Sistema.

1. El S istema para la A utonomía y A tención a la 
D ependencia garantiza las condiciones básicas y el conte-
nido común a que se refiere la presente Ley; sirve de 
cauce para la colaboración y participación de las A dminis-
traciones Públicas, en el ejercicio  de sus respectivas com-
petencias, en materia de promoción de la autonomía 
personal y la atención y protección a las personas en 
situación de dependencia; optimiza los recursos públicos 
y privados disponibles, y contribuye a la mejora de las 
condiciones de vida de los ciudadanos.

2. El S istema se configura como una red de utiliza-
ción pública que integra, de forma coordinada, centros y 
servicios, públicos y privados.

3. La integración en el S istema para la A utonomía y 
A tención a la D ependencia de los centros y servicios a 
que se refiere este artículo no supondrá alteración alguna 
en el régimen jurídico de su titularidad, administración, 
gestión y dependencia orgánica.

A rtículo 7. Niveles de protección del Sistema.

La protección de la situación de dependencia por 
parte del S istema se prestará en los términos estableci-
dos en esta Ley y de acuerdo  con los sigu ientes niveles:

1.º El nivel de protección mínimo establecido por la 
A dministración G eneral del Estado en aplicación del 
artículo 9.

2.º El nivel de protección que se acuerde entre la 
A dministración G eneral del Estado y la A dministración de 
cada una de las C omunidades A utónomas a través de los 
C onvenios previstos en el artículo 10.

3.º El nivel adicional de protección que pueda esta-
blecer cada C omunidad A utónoma.

A rtículo 8. Consejo Territorial del Sistema para la Auto-
nomía y Atención a la Dependencia.

1. S e crea el C onsejo Territorial del S istema para la 
A utonomía y A tención a la D ependencia como instru-
mento de cooperación para la articulación del S istema. El 
C onsejo estará constituido por el titular del M inisterio  de 
Trabajo y A suntos S ociales, y por un representante de 
cada una de la C omunidades A utónomas, recayendo 
dicha representación en el miembro del C onsejo de 
G obierno respectivo que tenga a su cargo las competen-
cias en la materia. Integrarán igualmente el C onsejo un 
número de representantes de los diferentes D epartamen-
tos ministeriales. En la composición tendrán mayoría los 
representantes de las C omunidades A utónomas.

2. S in perjuicio  de las competencias de cada una de 
las A dministraciones Públicas integrantes, corresponde al 
C onsejo, además de las funciones que expresamente le 
atribuye esta Ley, ejercer las siguientes:

a) A cordar el M arco de cooperación interadministra-
tiva para el desarrollo de la Ley previsto en el artículo 10.

b) Establecer los criterios para determinar la intensi-
dad de protección de los servicios previstos de acuerdo 
con los artículos 10.3 y 15.

c) A cordar las condiciones y cuantía de las prestacio-
nes económicas previstas en el artículo 20 y en la disposi-
ción adicional primera.

d) A doptar los criterios de participación del benefi-
ciario  en el coste de los servicios.

e) A cordar el baremo a que se refiere el artículo 27, 
con los criterios básicos del procedimiento de valoración 
y de las características de los órganos de valoración.

f) A cordar, en su caso, planes, proyectos y progra-
mas conjuntos.

g) A doptar criterios comunes de actuación y de eva-
luación del S istema.

h) Facilitar la puesta a disposición de documentos, 
datos y estadísticas comunes.

i) Establecer los mecanismos de coordinación para 
el caso de las personas desplazadas en situación de 
dependencia.

j) Informar la normativa estatal de desarrollo en 
materia de dependencia y en especial las normas previs-
tas en el artículo 9.1.

k) S ervir de cauce de cooperación, comunicación e 
información entre las A dministraciones Públicas.

El C onsejo Territorial del S istema, una vez constituido, 
acordará sus normas en cuanto a funcionamiento y Presi-
dencia.

A rtículo 9. Participación de la Administración General 
del Estado.

1. El G obierno, oído el C onsejo Territorial del S is-
tema para la A utonomía y A tención a la D ependencia, 
determinará el nivel mínimo de protección garantizado 
para cada uno de los beneficiarios del S istema, según el 
grado y nivel de su dependencia, como condición básica 
de garantía del derecho a la promoción de la autonomía 
personal y atención a la situación de dependencia.

2. La financiación pública de este nivel de protección 
correrá a cuenta de la A dministración G eneral del Estado 
que fijará anualmente los recursos económicos en la Ley 
de Presupuestos G enerales del Estado de acuerdo con los 
criterios establecidos en el artículo 32.

A rtículo 10. Cooperación entre la Administración Gene-
ral del Estado y las Comunidades Autónomas.

1. En el seno del C onsejo Territorial del S istema para 
la A utonomía y A tención a la D ependencia, la A dministra-
ción G eneral del Estado y las C omunidades A utónomas 
acordarán el marco de cooperación interadministrativa 
que se desarrollará mediante los correspondientes C on-
venios entre la A dministración G eneral del Estado y cada 
una de las C omunidades A utónomas.

2. A  través de los C onvenios a los que se refiere el 
apartado anterior, la A dministración G eneral del Estado y 
las C omunidades A utónomas acordarán los objetivos, 
medios y recursos para la aplicación de los servicios y 
prestaciones recogidos en el C apítulo II del presente 
Título, incrementando el nivel mínimo de protección 
fijado por el Estado de acuerdo con el artículo 9.

3. En aplicación de lo previsto en el apartado ante-
rior, el C onsejo Territorial del S istema para la A utonomía 
y A tención a la D ependencia establecerá los criterios para 
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determinar la intensidad de protección de cada uno de los 
servicios previstos en el C atálogo, y la compatibilidad e 
incompatibilidad entre los mismos, para su aprobación 
por el G obierno mediante R eal D ecreto.

4. Los C onvenios establecerán la financiación que 
corresponda a cada A dministración para este nivel de 
prestación, en los términos establecidos en el artículo 32 
y en la disposición transitoria primera de esta Ley, así 
como los términos y condiciones para su revisión. Igual-
mente, los C onvenios recogerán las aportaciones del 
Estado derivadas de la garantía del nivel de protección 
definido en el artículo 9.

A rtículo 11. Participación de las Comunidades Autóno-
mas en el Sistema.

1. En el marco  del Sistema para la A utonomía y 
A tención a la D ependencia, corresponden a las C omuni-
dades A utónomas, sin perju icio  de las competencias que 
les son prop ias según la C onstitución Española, los Esta-
tutos de A utonomía y la leg islación vigente, las sigu ien-
tes funciones:

a) Planificar, ordenar, coordinar y dirig ir, en el 
ámbito de su territorio, los servicios de promoción de la 
autonomía personal y de atención a las personas en situa-
ción de dependencia.

b) G estionar, en su ámbito territorial, los servicios y 
recursos necesarios para la valoración y atención de la 
dependencia.

c) Establecer los p rocedimientos de coordinación 
sociosanitaria, creando, en su  caso, los ó rganos de 
coordinación que p rocedan para garantizar una efectiva 
atención.

d) C rear y actualizar el R egistro de C entros y Servicios, 
facilitando la debida acreditación que garantice el cumpli-
miento de los requisitos y los estándares de calidad.

e) A segurar la elaboración de los correspondientes 
Programas Individuales de A tención.

f) Inspeccionar y, en su caso, sancionar los incumpli-
mientos sobre requisitos y estándares de calidad de los 
centros y servicios y respecto de los derechos de los 
beneficiarios.

g) Evaluar periódicamente el funcionamiento del 
Sistema en su territorio  respectivo.

h) A portar a la A dministración G eneral del Estado la 
información necesaria para la aplicación de los criterios 
de financiación previstos en el artículo 32.

2. En todo caso, las C omunidades A utónomas, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 7 podrán 
definir, con cargo a sus presupuestos, niveles de protec-
ción adicionales al fijado por la A dministración G eneral 
del Estado en aplicación del artículo 9 y al acordado, en su 
caso, conforme al artículo 10, para los cuales podrán 
adoptar las normas de acceso y disfrute que consideren 
más adecuadas.

A rtículo 12. Participación de las Entidades Locales.

1. Las Entidades Locales participarán en la gestión 
de los servicios de atención a las personas en situación de 
dependencia, de acuerdo con la normativa de sus respec-
tivas C omunidades A utónomas y dentro de las competen-
cias que la legislación vigente les atribuye.

2. Las Entidades Locales podrán participar en el C on-
sejo Territorial del Sistema para la A utonomía y A tención 
a la D ependencia en la forma y condiciones que el propio  
C onsejo disponga.

C A PÍTU LO II

Prestaciones y Catálogo de servicios de atención del Sis-
tem a para la A utonom ía y A tención a la D ependencia

SEC C IÓ N  1.ª P R ESTA C ION ES D EL SISTEM A

A rtículo  13. O bjetivos de las prestaciones de depen-
dencia.

La atención a las personas en situación de dependen-
cia y la promoción de su autonomía personal deberán 
orientarse a la consecución de una mejor calidad de vida 
y autonomía personal, en un marco de efectiva igualdad 
de oportunidades, de acuerdo con los siguientes objetivos:

a) Facilitar una existencia autónoma en su medio 
habitual, todo el tiempo que desee y sea posible.

b) Proporcionar un trato digno en todos los ámbitos 
de su vida personal, familiar y social, facilitando su incor-
poración activa en la vida de la comunidad.

A rtículo 14. Prestaciones de atención a la dependencia.

1. Las prestaciones de atención a la dependencia 
podrán tener la naturaleza de servicios y de prestaciones 
económicas e irán destinadas, por una parte, a la promo-
ción de la autonomía personal y, por otra, a atender las 
necesidades de las personas con dificultades para la rea-
lización de las actividades básicas de la vida diaria.

2. Los servicios del C atálogo  del artículo  15 ten-
drán carácter p rio ritario  y se p restarán a través de la 
oferta pública de la R ed de Servicios Sociales por las 
respectivas C omunidades A utónomas mediante centros 
y servicios públicos o  p rivados concertados debida-
mente acreditados.

3. D e no ser posible la atención mediante alguno de 
estos servicios, en los C onvenios a que se refiere el 
artículo 10 se incorporará la prestación económica vincu-
lada establecida en el artículo 17. Esta prestación irá des-
tinada a la cobertura de los gastos del servicio  previsto en 
el Programa Individual de A tención al que se refiere el 
artículo 29, debiendo ser prestado por una entidad o  cen-
tro acreditado para la atención a la dependencia.

4. El beneficiario  podrá, excepcionalmente, recibir 
una prestación económica para ser atendido por cuidado-
res no profesionales, siempre que se den condiciones 
adecuadas de convivencia y de habitabilidad de la 
vivienda y así lo establezca su Programa Individual de 
A tención.

5. Las personas en situación de dependencia podrán 
recibir una prestación económica de asistencia personal 
en los términos del artículo 19.

6. La prioridad en el acceso a los servicios vendrá 
determinada por el grado y nivel de dependencia y, a 
igual grado y nivel, por la capacidad económica del solici-
tante. H asta que la red de servicios esté totalmente 
implantada, las personas en situación de dependencia 
que no puedan acceder a los servicios por aplicación del 
régimen de prioridad señalado, tendrán derecho a la pres-
tación económica p revista en el artículo  17 de esta Ley.

7. A  los efectos de esta Ley, la capacidad económica 
se determinará, en la forma que reglamentariamente se 
establezca, a propuesta del C onsejo Territorial del Sis-
tema para la A utonomía y A tención a la D ependencia, en 
atención a la renta y el patrimonio del solicitante. En la 
consideración del patrimonio se tendrán en cuenta la 
edad del beneficiario  y el tipo  de servicio  que se p resta.
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A rtículo 15. Catálogo de servicios.

1. El C atálogo de servicios comprende los servicios 
sociales de promoción de la autonomía personal y de 
atención a la dependencia, en los términos que se especi-
fican en este capítulo:

a) Los servicios de p revención de las situaciones 
de dependencia y los de p romoción de la autonomía 
personal.

b) Servicio  de Teleasistencia.
c) Servicio  de A yuda a domicilio:

(i) A tención de las necesidades del hogar.
(ii) C u idados personales.

d) Servicio  de C entro de D ía y de N oche:

(i) C entro de D ía para mayores.
(ii) C entro de D ía para menores de 65 años.
(iii) C entro de D ía de atención especializada.
(iv) C entro de N oche.

e) Servicio  de A tención R esidencial:

(i) R esidencia de personas mayores en situación de 
dependencia.

(ii) C entro  de atención a personas en situación de 
dependencia, en razón de los distintos tipos de discapa-
cidad.

2. Los servicios establecidos en el apartado 1 se 
regulan sin perjuicio  de lo previsto en el artículo 14 de la 
Ley 16/2003, de 28 de mayo, de C ohesión y C alidad del 
Sistema N acional de Salud.

A rtículo 16. Red de servicios del Sistem a para la Auto-
nom ía y Atención a la Dependencia.

1. Las prestaciones y servicios establecidos en esta 
Ley se integran en la R ed de Servicios Sociales de las res-
pectivas C omunidades A utónomas en el ámbito de las 
competencias que las mismas tienen asumidas. La red de 
centros estará formada por los centros públicos de las 
C omunidades A utónomas, de las Entidades Locales, los 
centros de referencia estatal para la promoción de la auto-
nomía personal y para la atención y cuidado de situacio-
nes de dependencia, así como los privados concertados 
debidamente acreditados.

2. Las C omunidades A utónomas establecerán el 
régimen jurídico y las condiciones de actuación de los 
centros privados concertados. En su incorporación a la 
red se tendrá en cuenta de manera especial los corres-
pondientes al tercer sector.

3. Los centros y servicios privados no concertados 
que presten servicios para personas en situación de 
dependencia deberán contar con la debida acreditación 
de la C omunidad A utónoma correspondiente.

4. Los poderes públicos promoverán la colabora-
ción solidaria de los ciudadanos con las personas en 
situación de dependencia, a través de la participación de 
las organizaciones de voluntarios y de las entidades del 
tercer sector.

SEC C IÓ N  2.ª P R ESTA C ION ES EC ON Ó M IC A S

A rtículo 17. Prestación económ ica vinculada al servicio.

1. La prestación económica, que tendrá carácter 
periódico, se reconocerá, en los términos que se esta-
blezca, únicamente cuando no sea posible el acceso a un 
servicio  público o  concertado de atención y cuidado, en 
función del grado y nivel de dependencia y de la capaci-
dad económica del beneficiario, de acuerdo con lo pre-
visto en el convenio celebrado entre la A dministración 

G eneral del Estado y la correspondiente C omunidad 
A utónoma.

2. Esta prestación económica de carácter personal 
estará, en todo  caso, vinculada a la adqu isición de un 
servicio .

3. Las A dministraciones Públicas competentes super-
visarán, en todo caso, el destino y utilización de estas pres-
taciones al cumplimiento de la finalidad para la que fueron 
concedidas.

A rtículo  18. Prestación económ ica para cuidados en el 
entorno fam iliar y apoyo a cuidadores no profesio-
nales.

1. Excepcionalmente, cuando el beneficiario  esté 
siendo atendido por su entorno familiar, y se reúnan las 
condiciones establecidas en el artículo 14.4, se recono-
cerá una prestación económica para cu idados familiares.

2. P revio  acuerdo  del C onsejo  Territorial del Sis-
tema para la A utonomía y A tención a la D ependencia, se 
establecerán las condiciones de acceso  a esta presta-
ción, en función del grado  y nivel reconocido  a la per-
sona en situación de dependencia y de su  capacidad 
económica.

3. El cuidador deberá ajustarse a las normas sobre 
afiliación, alta y cotización a la Seguridad Social que se 
determinen reglamentariamente.

4. El C onsejo Territorial del Sistema para la A utono-
mía y A tención a la D ependencia promoverá acciones de 
apoyo a los cuidadores no profesionales que incorpora-
rán programas de formación, información y medidas para 
atender los periodos de descanso.

A rtículo 19. Prestación económ ica de asistencia personal.

La prestación económica de asistencia personal tiene 
como finalidad la promoción de la autonomía de las per-
sonas con gran dependencia. Su objetivo  es contribu ir a 
la contratación de una asistencia personal, durante un 
número de horas, que facilite al beneficiario  el acceso a 
la educación y al trabajo, así como una vida más autó-
noma en el ejercicio  de las actividades básicas de la vida 
diaria. Previo  acuerdo del C onsejo Territorial del Sistema 
para la A utonomía y A tención a la D ependencia, se esta-
blecerán las condiciones específicas de acceso a esta 
prestación.

A rtículo 20. Cuantía de las prestaciones económ icas.

La cuantía de las prestaciones económicas reguladas 
en los artículos de esta Sección se acordará por el C on-
sejo Territorial del Sistema para la A utonomía y A tención 
a la D ependencia, para su aprobación posterior por el 
G obierno mediante R eal D ecreto.

SEC C IÓ N  3.ª SER VIC IOS D E PR OM OC IÓ N D E LA A U TON OM ÍA PER SON A L

Y D E A TEN C IÓ N Y C U ID A D O

A rtículo  21. Prevención de las situaciones de depen-
dencia.

Tiene por finalidad prevenir la aparición o  el agrava-
miento de enfermedades o  discapacidades y de sus 
secuelas, mediante el desarrollo coordinado, entre los 
servicios sociales y de salud, de actuaciones de promo-
ción de condiciones de vida saludables, programas espe-
cíficos de carácter preventivo y de rehabilitación dirig idos 
a las personas mayores y personas con discapacidad y a 
quienes se ven afectados por procesos de hospitalización 
complejos. C on este fin, el C onsejo Territorial del Sistema 
para la A utonomía y A tención a la D ependencia acordará 
criterios, recomendaciones y condiciones mínimas que 
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deberían cumplir los Planes de Prevención de las S itua-
ciones de D ependencia que elaboren las C omunidades 
A utónomas, con especial consideración de los riesgos y 
actuaciones para las personas mayores.

A rtículo 22. Servicio de Teleasistencia.

1. El servicio  de Teleasistencia facilita asistencia a 
los beneficiarios mediante el uso de tecnologías de la 
comunicación y de la información, con apoyo de los 
medios personales necesarios, en respuesta inmediata 
ante situaciones de emergencia, o  de inseguridad, sole-
dad y aislamiento. Puede ser un servicio  independiente o  
complementario  al de ayuda a domicilio .

2. Este servicio  se prestará a las personas que no 
reciban servicios de atención residencial y así lo esta-
blezca su Programa Individual de A tención.

A rtículo 23. Servicio de Ayuda a Dom icilio.

El servicio  de ayuda a domicilio  lo constituye el con-
junto de actuaciones llevadas a cabo en el domicilio  de las 
personas en situación de dependencia con el fin de aten-
der sus necesidades de la vida diaria, prestadas por enti-
dades o  empresas, acreditadas para esta función:

a) S ervicios relacionados con la atención de las 
necesidades domésticas o  del hogar: limpieza, lavado, 
cocina u  otros.

b) S ervicios relacionados con la atención personal, 
en la realización de las actividades de la vida diaria.

A rtículo 24. Servicio de Centro de Día y de Noche.

1. El servicio  de C entro de D ía o  de N oche ofrece una 
atención integral durante el periodo diurno o  nocturno a 
las personas en situación de dependencia, con el objetivo 
de mejorar o  mantener el mejor nivel posible de autono-
mía personal y apoyar a las familias o  cuidadores. En 
particular, cubre, desde un enfoque biopsicosocial, las 
necesidades de asesoramiento, prevención, rehabilita-
ción, orientación para la promoción de la autonomía, 
habilitación o  atención asistencial y personal.

2. La tipología de centros incluirá C entros de D ía 
para menores de 65 años, C entros de D ía para mayores, 
C entros de D ía de atención especializada por la especifici-
dad de los cuidados que ofrecen y C entros de N oche, que 
se adecuarán a las peculiaridades y edades de las perso-
nas en situación de dependencia.

A rtículo 25. Servicio de Atención residencial.

1. El servicio  de atención residencial ofrece, desde 
un enfoque biopsicosocial, servicios continuados de 
carácter personal y sanitario .

2. Este servicio  se prestará en los centros residencia-
les habilitados al efecto según el tipo de dependencia, 
grado de la misma e intensidad de cuidados que precise 
la persona.

3. La prestación de este servicio  puede tener carác-
ter permanente, cuando el centro  residencial se con-
vierta en la residencia habitual de la persona, o  tempo-
ral, cuando se atiendan estancias temporales de 
convalecencia o  durante vacaciones, fines de semana y 
enfermedades o  periodos de descanso  de los cu idadores 
no  profesionales.

4. El servicio  de atención residencial será prestado 
por las A dministraciones Públicas en centros propios y 
concertados.

C A PÍTU LO III

La dependencia y su valoración

Artículo 26. Grados de dependencia.

1. La situación de dependencia se clasificará en los 
siguientes grados:

a) G rado I. D ependencia m oderada: cuando la per-
sona necesita ayuda para realizar varias actividades bási-
cas de la vida diaria, al m enos una vez al d ía o tiene nece-
sidades de apoyo interm itente o lim itado para su 
autonom ía personal.

b) G rado II. D ependencia severa: cuando la persona 
necesita ayuda para realizar varias actividades básicas de 
la vida diaria dos o tres veces al d ía, pero no quiere el 
apoyo perm anente de un cuidador o tiene necesidades
de apoyo extenso para su autonom ía personal.

c) G rado III. G ran dependencia: cuando la persona 
necesita ayuda para realizar varias actividades básicas de 
la vida diaria varias veces al d ía y, por su pérdida total de 
autonom ía física, m ental, intelectual o sensorial, necesita 
el apoyo indispensable y continuo de otra persona o tiene 
necesidades de apoyo generalizado para su autonom ía 
personal.

2. C ada uno de los grados de dependencia estableci-
dos en el apartado anterior se clasificarán en dos niveles, 
en función de la autonom ía de las personas y de la inten-
sidad del cuidado que requiere.

3. Los intervalos para la determ inación de los grados 
y niveles se establecerán en el barem o al que se refiere el 
artículo siguiente.

Artículo 27. Valoración de la situación de dependencia.

1. Las C om unidades Autónom as determ inarán los 
órganos de valoración de la situación de dependencia, 
que em itirán un dictam en sobre el grado y nivel de 
dependencia, con especificación de los cuidados que la 
persona pueda requerir. E l C onsejo Territorial deberá 
acordar unos criterios com unes de com posición y actua-
ción de los órganos de valoración de las C om unidades 
Autónom as que, en  todo caso, tendrán  carácter púb lico.

2. E l grado y niveles de dependencia, a efectos de 
su valoración, se determ inarán  m ediante la ap licación 
del barem o que se acuerde en  el C onsejo Territorial del 
S istem a para la Autonom ía y Atención a la D ependencia 
para su posterior aprobación por el G obierno m ediante 
R eal D ecreto. D icho barem o tendrá entre sus referentes 
la C lasificación Internacional del Funcionam iento, la D is-
capacidad y la S alud  (C IF), adoptada por la O rganización 
M undial de la S alud .

3. E l barem o establecerá los criterios objetivos de 
valoración del grado de autonom ía de la persona, de su 
capacidad para realizar las distintas actividades de la vida 
diaria, los intervalos de puntuación para cada uno de los 
grados y niveles de dependencia, y el protocolo con los 
procedim ientos y técnicas a seguir para la valoración de 
las aptitudes observadas, en su caso.

4. E l barem o valorará la capacidad de la persona 
para llevar a cabo por sí m ism a las actividades básicas de 
la vida diaria, así com o la necesidad de apoyo y supervi-
sión para su realización por personas con discapacidad 
intelectual o con enferm edad m ental.

5. La valoración se realizará teniendo en cuenta los 
correspondientes inform es sobre la salud de la persona y 
sobre el entorno en el que viva, y considerando, en su 
caso, las ayudas técnicas, órtesis y prótesis que le hayan 
sido prescritas.
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C A PÍTU LO IV

Reconocimiento del derecho

A rtículo 28. Procedimiento para el reconocimiento de la 
situación de dependencia y del derecho a las presta-
ciones del Sistema.

1. El procedimiento se iniciará a instancia de la per-
sona que pueda estar afectada por algún grado de 
dependencia o  de qu ien ostente su  representación, y su  
tramitación se ajustará a las previsiones establecidas en 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de R ég imen Jurídico  
de las A dministraciones Públicas y del Procedimiento 
A dministrativo  C omún, con las especificidades que resul-
ten de la presente Ley.

2. El reconocimiento de la situación de dependencia 
se efectuará mediante resolución expedida por la A dminis-
tración A utonómica correspondiente a la residencia del 
solicitante y tendrá validez en todo el territorio del Estado.

3. La resolución a la que se refiere el apartado anterior 
determinará los servicios o prestaciones que corresponden 
al solicitante según el grado y nivel de dependencia.

4. En el supuesto de cambio de residencia, la C omu-
nidad A utónoma de destino determinará, en función de 
su red de servicios y prestaciones, los que correspondan 
a la persona en situación de dependencia.

5. Los criterios básicos de procedimiento para el 
reconocimiento de la situación de dependencia y las 
características comunes del órgano y profesionales que 
procedan al reconocimiento serán acordados por el C on-
sejo Territorial del S istema para la A utonomía y A tención 
a la D ependencia.

6. Los servicios de valoración de la situación de 
dependencia, la prescripción de servicios y prestaciones y 
la gestión de las prestaciones económicas previstas en la 
presente Ley, se efectuarán directamente por las A dmi-
nistraciones Públicas no pudiendo ser objeto de delega-
ción, contratación o  concierto con entidades privadas.

A rtículo 29. Programa Individual de Atención.

1. En el marco del procedimiento de reconocimiento 
de la situación de dependencia y las prestaciones corres-
pondientes, los servicios sociales correspondientes del 
sistema público establecerán un Programa Individual de 
A tención en el que se determinarán las modalidades de 
intervención más adecuadas a sus necesidades de entre 
los servicios y prestaciones económicas previstos en la 
resolución para su grado y nivel, con la participación pre-
via consulta y, en su caso, elección entre las alternativas 
propuestas del beneficiario  y, en su caso, de su familia o  
entidades tutelares que le represente.

2. El programa individual de atención será revisado:

a) A  instancia del interesado y de sus representantes 
legales.

b) D e oficio, en la forma que determine y con la 
periodicidad que prevea la normativa de las C omunida-
des A utónomas.

c) C on motivo del cambio de residencia a otra C omu-
nidad A utónoma.

A rtículo 30. Revisión del grado o nivel de dependencia y 
de la prestación reconocida.

1. El grado o  nivel de dependencia será revisable, a 
instancia del interesado, de sus representantes o  de oficio  
por las A dministraciones Públicas competentes, por 
alguna de las siguientes causas:

a) M ejoría o  empeoramiento de la situación de 
dependencia.

b) Error de diagnóstico o  en la aplicación del corres-
pondiente baremo.

2. Las prestaciones podrán ser modificadas o  extin-
guidas en función de la situación personal del beneficia-
rio, cuando se produzca una variación de cualquiera de 
los requisitos establecidos para su reconocimiento, o  por 
incumplimiento de las obligaciones reguladas en la pre-
sente Ley.

A rtículo 31. Prestaciones de análoga naturaleza y fina-
lidad.

La percepción de una de las prestaciones económicas 
previstas en esta Ley deducirá de su cuantía cualquier 
otra prestación de análoga naturaleza y finalidad estable-
cida en los regímenes públicos de protección social. En 
particular, se deducirán el complemento de gran invalidez 
regulado en el artículo 139.4 de la Ley G eneral de la S egu-
ridad S ocial, Texto R efundido aprobado por R eal D ecreto 
legislativo 1/1994, de 20 de junio, el complemento de la 
asignación económica por h ijo a cargo mayor de 18 años 
con un grado de minusvalía igual o  superior al 75% , el de 
necesidad de otra persona de la pensión de invalidez no 
contributiva, y el subsidio  de ayuda a tercera persona de 
la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración S ocial de los 
M inusválidos (LIS M I).

C A PÍTU LO V

Financiación del S istema y aportación 
de los beneficiarios

A rtículo 32. Financiación del Sistema por las Adminis-
traciones Públicas.

1. La financiación del S istema será la suficiente para 
garantizar el cumplimiento de las obligaciones que 
correspondan a las A dministraciones Públicas competen-
tes y se determinará anualmente en los correspondientes 
Presupuestos.

2. La A dministración G eneral del Estado asumirá 
íntegramente el coste derivado de lo previsto en el 
artículo 9.

3. En el marco de cooperación interadministrativa 
previsto en el artículo 10, los C onvenios que se suscriban 
entre la A dministración G eneral del Estado y cada una de 
las administraciones de las C omunidades A utónomas 
determinarán las obligaciones asumidas por cada una de 
las partes para la financiación de los servicios y prestacio-
nes del S istema. D ichos C onvenios, que podrán ser anua-
les o  plurianuales, recogerán criterios de reparto teniendo 
en cuenta la población dependiente, la dispersión geográ-
fica, la insularidad, emigrantes retornados y otros facto-
res, y podrán ser revisados por las partes.

La aportación de la C omunidad A utónoma será, para 
cada año, al menos igual a la de la A dministración G ene-
ral del Estado como consecuencia de lo previsto en este 
apartado y en el anterior.

A rtículo 33. La participación de los beneficiarios en el 
coste de las prestaciones.

1. Los beneficiarios de las prestaciones de depen-
dencia participarán en la financiación de las mismas, 
según el tipo y coste del servicio  y su capacidad econó-
mica personal.

2. La capacidad económica del beneficiario  se tendrá 
también en cuenta para la determinación de la cuantía de 
las prestaciones económicas.

3. El C onsejo  Territo rial del S istema para la A uto-
nomía y A tención a la D ependencia fijará los criterios 
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para la aplicación de lo  p revisto  en este artículo, que 
serán desarrollados en los C onvenios a que se refiere 
el artículo  10.

Para fijar la participación del beneficiario, se tendrá en 
cuenta la distinción entre servicios asistenciales y de 
manutención y hoteleros.

4. N ingún ciudadano quedará fuera de la cobertura 
del S istema por no disponer de recursos económicos.

TÍTU LO II

La calidad y eficacia del Sistema para la Autonomía 

y Atención a la D ependencia

C A PÍTU LO I

M edidas para garantizar la calidad del Sistema

A rtículo 34. Calidad en el Sistema para la Autonomía y 
Atención a la Dependencia.

1. El S istema para la A utonomía y A tención a la 
D ependencia fomentará la calidad de la atención a la 
dependencia con el fin de asegurar la eficacia de las pres-
taciones y servicios.

2. S in perjuicio  de las competencias de cada una de 
las C omunidades A utónomas y de la A dministración 
G eneral del Estado, se establecerán, en el ámbito del C on-
sejo Territorial, la fijación de criterios comunes de acredi-
tación de centros y planes de calidad del S istema para la 
A utonomía y A tención a la D ependencia, dentro del 
marco general de calidad de la A dministración G eneral 
del Estado.

3. A simismo, sin perjuicio  de las competencias de 
las C omunidades A utónomas y de la A dministración 
G eneral del Estado, el C onsejo Territorial acordará:

a) C riterios de calidad y seguridad para los centros y 
servicios.

b) Indicadores de calidad para la evaluación, la 
mejora continua y el análisis comparado de los centros y 
servicios del S istema.

c) G uías de buenas prácticas.
d) C artas de servicios, adaptadas a las condiciones 

específicas de las personas dependientes, bajo los princi-
pios de no discriminación y accesibilidad.

A rtículo 35. Calidad en la prestación de los servicios.

1. S e establecerán estándares esenciales de calidad 
para cada uno de los servicios que conforman el C atálogo 
regulado en la presente Ley, previo  acuerdo del C onsejo 
Territorial del S istema para la A utonomía y A tención a la 
D ependencia.

2. Los centros residenciales para personas en 
situación de dependencia habrán de disponer de un 
reglamento  de rég imen interio r, que regule su  o rgani-
zación y funcionamiento, que incluya un sistema de 
gestión de calidad y que establezca la participación de 
los usuarios, en la fo rma que determine la A dministra-
ción competente.

3. S e atenderá, de manera específica, a la calidad en 
el empleo así como a promover la profesionalidad y 
potenciar la formación en aquellas entidades que aspiren 
a gestionar prestaciones o  servicios del S istema para la 
A utonomía y A tención a la D ependencia.

C A PÍTU LO II

Formación en materia de dependencia

A rtículo 36. Formación y cualificación de profesionales y 
cuidadores.

1. S e atenderá a la formación básica y permanente 
de los profesionales y cuidadores que atiendan a las per-
sonas en situación de dependencia. Para ello, los poderes 
públicos determinarán las cualificaciones profesionales 
idóneas para el ejercicio  de las funciones que se corres-
pondan con el C atálogo de servicios regulado en el 
artículo 15.

2. Los poderes públicos promoverán los programas 
y las acciones formativas que sean necesarios para la 
implantación de los servicios que establece la Ley.

3. C on el objetivo de garantizar la calidad del S is-
tema, se fomentará la colaboración entre las distintas 
A dministraciones Públicas competentes en materia edu-
cativa, sanitaria, laboral y de asuntos sociales, así como 
de éstas con las universidades, sociedades científicas y 
organizaciones profesionales y sindicales, patronales y 
del tercer sector.

C A PÍTU LO III

Sistema de información

A rtículo 37. Sistema de información del Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia.

1. El M inisterio  de Trabajo y A suntos S ociales, a tra-
vés del organismo competente, establecerá un sistema de 
información del S istema para la A utonomía y A tención a 
la D ependencia que garantice la disponibilidad de la infor-
mación y la comunicación recíproca entre las A dministra-
ciones Públicas, así como la compatibilidad y articulación 
entre los distintos sistemas. Para ello, en el seno del C on-
sejo Territorial del S istema para la A utonomía y A tención 
a la D ependencia se acordarán los objetivos y contenidos 
de la información.

2. El sistema contendrá información sobre el C atá-
logo de servicios e incorporará, como datos esenciales, 
los relativos a población protegida, recursos humanos, 
infraestructuras de la red, resultados obtenidos y calidad 
en la prestación de los servicios.

3. El sistema de información contemplará específica-
mente la realización de estadísticas para fines estatales en 
materia de dependencia, así como las de interés general 
supracomunitario  y las que se deriven de compromisos 
con organizaciones supranacionales e internacionales.

A rtículo 38. Red de comunicaciones.

1. El M inisterio  de Trabajo y A suntos S ociales, a tra-
vés de la utilización preferente de las infraestructuras 
comunes de comunicaciones y servicios telemáticos de 
las A dministraciones Públicas, pondrá a disposición del 
S istema para la A utonomía y A tención a la D ependencia 
una red de comunicaciones que facilite y dé garantías de 
protección al intercambio de información entre sus inte-
grantes.

2. El uso y transmisión de la información en esta red 
estará sometido al cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
D atos de C arácter Personal, y a los requerimientos
de certificación electrónica, firma electrónica y cifrado, de 
acuerdo con la legislación vigente.

3. A  través de dicha red de comunicaciones se inter-
cambiará información sobre las infraestructuras del sis-
tema, la situación, grado y nivel de dependencia de los 
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beneficiarios de las prestaciones, así como cualquier otra 
derivada de las necesidades de información en el S istema 
para la A utonomía y A tención a la D ependencia.

C A PÍTU LO IV

Actuación contra el fraude

A rtículo 39. Acción administrativa contra el fraude.

Las A dministraciones Públicas velarán por la correcta 
aplicación de los fondos públicos destinados al S istema 
para la A utonomía y A tención a la D ependencia, evitando 
la obtención o  disfrute fraudulento de sus prestaciones y 
de otros beneficios o  ayudas económicas que puedan 
recibir los sujetos que participen en el S istema o sean 
beneficiarios del mismo. Igualmente establecerán medi-
das de control destinadas a detectar y perseguir tales 
situaciones.

A  tales efectos, las A dministraciones Públicas desa-
rrollarán actuaciones de vig ilancia del cumplimiento de 
esta Ley y ejercerán las potestades sancionadoras con-
forme a lo previsto en el Título III de la misma, haciendo 
uso, en su caso, de las fórmulas de cooperación interad-
ministrativa contenidas en esta Ley.

C A PÍTU LO V

Ó rganos consultivos del S istem a para la Autonom ía 
y Atención a la D ependencia

A rtículo 40. Comité Consultivo.

1. S e crea el C omité C onsultivo del S istema para la 
A utonomía y A tención a la D ependencia como órgano 
asesor, adscrito al M inisterio  de Trabajo y A suntos S ocia-
les, mediante el cual se hace efectiva, de manera perma-
nente, la participación social en el S istema y se ejerce la 
participación institucional de las organizaciones sindica-
les y empresariales en el mismo.

2. S us funciones serán las de informar, asesorar y 
formular propuestas sobre materias que resulten de espe-
cial interés para el funcionamiento de dicho S istema.

3. La composición del C omité tendrá carácter tripar-
tito, en tanto que integrado por las A dministraciones 
públicas, las organizaciones empresariales y las organiza-
ciones sindicales, y paritario  entre A dministraciones 
Públicas por una parte y organizaciones sindicales y 
empresariales por otra, en los términos establecidos en el 
siguiente apartado. Los acuerdos del C omité se adopta-
rán por mayoría de los votos emitidos en cada una de las 
partes, requiriendo así la mayoría de los votos de las 
A dministraciones Públicas y la mayoría de los votos de 
las organizaciones sindicales y empresariales.

4. El C omité C onsultivo estará presidido por el repre-
sentante de la A dministración G eneral del Estado que 
designe el titular del M inisterio  de Trabajo y A suntos 
S ociales. S u  funcionamiento se regulará por su regla-
mento interno. Estará integrado por los siguientes miem-
bros, nombrados en los términos que se establezcan 
reglamentariamente:

a) S eis representantes de la A dministración G eneral 
del Estado.

b) S eis representantes de las administraciones de 
las C omunidades A utónomas.

c) S eis representantes de las Entidades locales.
d) N ueve representantes de las organizaciones 

empresariales más representativas.
e) N ueve representantes de las organizaciones sindi-

cales más representativas.

A rtículo 41. Órganos consultivos.

1. S erán órganos consultivos de participación insti-
tucional del S istema para la A utonomía y A tención a la 
D ependencia los siguientes:

El C omité C onsultivo del S istema para la A utonomía y 
A tención a la D ependencia.

El C onsejo Estatal de Personas M ayores.
El C onsejo N acional de la D iscapacidad.
El C onsejo Estatal de Organizaciones no G uberna-

mentales de A cción S ocial.

2. Las funciones de dichos órganos serán las de 
informar, asesorar y formular propuestas sobre materias 
que resulten de especial interés para el funcionamiento 
del S istema.

TÍTU LO III

Infracciones y sanciones

A rtículo 42. Responsables.

1. S ólo podrán ser sancionadas por hechos constitu-
tivos de infracción administrativa las personas físicas o  
jurídicas que resulten responsables de los mismos.

2. S e consideran autores de las infracciones tip ifica-
das por esta Ley quienes realicen los hechos por sí mis-
mos, conjuntamente o  a través de persona interpuesta.

3. Tendrán también la consideración de autores 
quienes cooperen en su ejecución mediante una acción u  
omisión sin la cual la infracción no hubiese podido lle-
varse a cabo.

A rtículo 43. Infracciones.

C onstituirá infracción:

a) D ificultar o  impedir el ejercicio  de cualesquiera de 
los derechos reconocidos en esta Ley.

b) Obstru ir la acción de los servicios de inspección.
c) N egar el suministro de información o  proporcio-

nar datos falsos.
d) A plicar las prestaciones económicas a finalidades 

distintas a aquellas para las que se otorgan, y recibir ayu-
das, en especie o  económicas, incompatibles con las 
prestaciones establecidas en la presente Ley.

e) Incumplir las normas relativas a la autorización de 
apertura y funcionamiento y de acreditación de centros 
de servicios de atención a personas en situación de 
dependencia.

f) Tratar discriminatoriamente a las personas en 
situación de dependencia.

g) C onculcar la dignidad de las personas en situa-
ción de dependencia.

h) G enerar daños o  situaciones de riesgo para la 
integridad física o  psíquica.

i) Incumplir los requerimientos específicos que for-
mulen las A dministraciones Públicas competentes.

A rtículo 44. Clasificación de las infracciones.

1. Las infracciones se clasificarán en leves, graves y 
muy graves, de acuerdo con criterios de riesgo para la 
salud, gravedad de la alteración social producida por los 
hechos, cuantía del beneficio  obtenido, intencionalidad, 
número de afectados y reincidencia.

2. S e calificarán como leves las infracciones tip ifi-
cadas de acuerdo  con el artículo  43 cuando se hayan 
cometido  por imprudencia o  simple negligencia, y no  
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comporten un perju icio  directo  para las personas en 
situación de dependencia.

3. S e calificarán como infracciones graves las tip ifi-
cadas de acuerdo con el artículo 43 cuando comporten un 
perjuicio  para las personas, o  se hayan cometido con dolo 
o  negligencia grave. También tendrán la consideración de 
graves, aquellas que comporten cualesquiera de las 
siguientes circunstancias:

a) R eincidencia de falta leve.
b) N egativa absoluta a facilitar información o  a pres-

tar colaboración a los servicios de inspección, así como el 
falseamiento de la información proporcionada a la A dmi-
nistración.

c) C oacciones, amenazas, represalias o  cualquier 
otra forma de presión ejercitada sobre las personas en 
situación de dependencia o  sus familias.

4. S e calificarán como infracciones muy graves 
todas las definidas como graves siempre que concurran 
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Q ue atenten gravemente contra los derechos fun-
damentales de la persona.

b) Q ue se genere un grave perjuicio para las personas 
en situación de dependencia o para la A dministración.

c) Q ue supongan reincidencia de falta grave.

5. S e produce reincidencia cuando, al cometer la 
infracción, el sujeto hubiera sido ya sancionado por esa 
misma falta, o  por otra de gravedad igual o  mayor o  por 
dos o  más infracciones de gravedad inferior, durante los 
dos últimos años.

A rtículo 45. Sanciones.

1. Las infracciones a la presente Ley serán sanciona-
das por las administraciones competentes con pérdida de 
las prestaciones y subvenciones para las personas bene-
ficiarias; con multa para los cuidadores no profesionales; 
y con multa y, en su caso, pérdida de subvenciones, cese 
temporal de la actividad o  cierre del establecimiento, local 
o  empresa para las empresas proveedoras de servicios. 
En todo caso, la sanción implicará el reintegro de las can-
tidades indebidamente percibidas.

2. La graduación de las sanciones será proporcional 
a la infracción cometida y se establecerá ponderándose 
según los siguientes criterios:

a) G ravedad de la infracción.
b) G ravedad de la alteración social y perjuicios cau-

sados.
c) R iesgo para la salud.
d) N úmero de afectados.
e) Beneficio  obtenido.
f) G rado de intencionalidad y reiteración.

3. La graduación de las multas se ajustará a lo 
siguiente:

a) Por infracción leve, multa de hasta 300 euros a los 
cuidadores y hasta treinta mil euros a los proveedores de 
servicios.

b) Por infracción grave, multa de trescientos a tres 
mil euros a los cuidadores; y de treinta mil uno a noventa 
mil euros a los proveedores de servicios.

c) Por infracción muy grave, multa de tres mil uno a 
seis mil euros a los cuidadores; y de noventa mil uno 
hasta un máximo de un millón euros a los proveedores de 
servicios.

4. En los supuestos en los que se acuerde la sus-
pensión de prestaciones o  subvenciones, ésta se gra-
duará entre uno  y seis meses según la gravedad de la 
infracción.

5. A demás, en los casos de especial gravedad, rein-
cidencia de la infracción o  trascendencia notoria y grave, 
las infracciones muy graves se sancionarán con la sus-
pensión temporal de la actividad por un máximo de cinco 
años o, en su caso, con el cierre de la empresa o  la clau-
sura del servicio  o  establecimiento.

6. D urante la sustanciación del procedimiento san-
cionador, la A dministración competente podrá acordar, 
como medida cautelar, la suspensión de cualquier tipo de 
ayudas o  subvención de carácter financiero que el par-
ticular o  la entidad infractora haya obtenido o  solicitado 
de dicha A dministración Pública.

7. D urante la sustanciación del procedimiento por 
infracciones graves o  muy graves, y ante la posibilidad de 
causar perjuicios de difícil o  imposible reparación, la 
A dministración competente podrá acordar, como medida 
cautelar, el cierre del centro o  la suspensión de la activi-
dad.

A rtículo 46. Prescripción.

1. Las infracciones a que se refiere la presente Ley 
prescribirán:

a) A l año, las leves.
b) A  los tres años, las graves.
c) A  los cuatro años, las muy graves.

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse a 
partir del día que se haya cometido la infracción y se inte-
rrumpirá por la iniciación, con conocimiento del intere-
sado, del procedimiento sancionador.

3. Las sanciones impuestas por faltas muy graves 
prescribirán a los cinco años, por faltas graves a los cua-
tro años y por faltas leves al año.

A rtículo 47. Com petencias.

1. Las C omunidades A utónomas desarrollarán el 
cuadro de infracciones y sanciones previstas en la pre-
sente Ley.

2. La incoación e instrucción de los expedientes san-
cionadores, así como la imposición de las correspondien-
tes sanciones, corresponderá a cada A dministración 
Pública en el ámbito de sus respectivas competencias.

3. En el ámbito de la A dministración G eneral del 
Estado será órgano competente para imponer las sancio-
nes por conductas previstas como infracciones en el 
artículo 43:

a) El titular de la D irección G eneral del Instituto de 
M ayores y S ervicios S ociales, cuando se trate de sancio-
nes por la comisión de infracciones leves.

b) El titular de la S ecretaría de Estado de S ervicios 
S ociales, Familias y D iscapacidad, cuando se trate de san-
ciones por la comisión de infracciones graves.

c) El titular del M inisterio  de Trabajo y A suntos 
S ociales, cuando se trate de sanciones por la comisión de 
infracciones muy graves, si bien se requerirá el acuerdo 
previo  del C onsejo de M inistros cuando las sanciones 
sean de cuantía superior a 300.000 euros o  en los supues-
tos de cierre de la empresa o  clausura del servicio  o  esta-
blecimiento.

D isposición adicional primera. Financiación de las pres-
taciones y servicios garantizados por la Adm inistra-
ción General del Estado.

La Ley de Presupuestos G enerales del Estado de cada 
ejercicio  determinará la cuantía y la forma de abono a las 
C omunidades A utónomas de las cantidades necesarias 
para la financiación de los servicios y prestaciones previs-
tos en el artículo 9 de esta Ley.
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D isposición adicional segunda. Régimen aplicable a los 
sistemas de Concierto y Convenio.

La financiación de los servicios y prestaciones del S is-
tema en la C omunidad A utónoma del País Vasco y en la 
C omunidad Foral de N avarra que corresponda, según lo 
previsto en el artículo 32 de esta Ley, a la A dministración 
G eneral del Estado con cargo a su presupuesto de gastos 
se tendrá en cuenta en el cálculo del cupo vasco y de la 
aportación navarra, de conformidad con el C oncierto Eco-
nómico entre el Estado y la C omunidad del País Vasco y 
con el C onvenio Económico entre el Estado y la C omuni-
dad Foral de N avarra, respectivamente.

D isposición adicional tercera. Ayudas económicas para 
facilitar la autonomía personal.

La A dministración G eneral del Estado y las adminis-
traciones de las C omunidades A utónomas podrán, de 
conformidad con sus disponibilidades presupuestarias, 
establecer acuerdos específicos para la concesión de ayu-
das económicas con el fin de facilitar la autonomía perso-
nal. Estas ayudas tendrán la condición de subvención e 
irán destinadas:

a) A  apoyar a la persona con ayudas técnicas o  ins-
trumentos necesarios para el normal desenvolvimiento 
de su vida ordinaria.

b) A  facilitar la accesibilidad y adaptaciones en el 
hogar que contribuyan a mejorar su capacidad de despla-
zamiento en la vivienda.

D isposición adicional cuarta. Seguridad Social de los 
cuidadores no profesionales.

R eglamentariamente el G obierno determinará la 
incorporación a la S eguridad S ocial de los cuidadores no 
profesionales en el R égimen que les corresponda, así 
como los requisitos y procedimiento de afiliación, alta y 
cotización.

D isposición adicional quinta. Registro de Prestaciones 
Sociales Públicas.

La prestación económica vinculada al servicio, la pres-
tación económica para cuidados en el entorno familiar y 
la prestación económica de asistencia personalizada, 
reguladas en esta ley, quedan integradas en el R egistro 
de Prestaciones S ociales Públicas. C on tal fin, las entida-
des y organismos que gestionen dichas prestaciones 
vendrán obligados a suministrar los datos que, referentes 
a las que se hubiesen concedido, se establezcan en las 
normas de desarrollo de esta Ley.

D isposición adicional sexta. M odificación del Real 
Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas.

S e añade un nuevo apartado al artículo 7 del texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre la R enta de las 
Personas Físicas, aprobado por R eal D ecreto Legisla-
tivo 3/2004, de 5 de marzo, con el siguiente texto:

«v) Las prestaciones económicas públicas vincula-
das al servicio  para cuidados en el entorno familiar y de 
asistencia personalizada que se derivan de la Ley de Pro-
moción de la A utonomía Personal y de A tención a las 
personas en situación de dependencia.»

D isposición adicional séptima. Instrumentos privados 
para la cobertura de la dependencia.

1. El G obierno, en el plazo de seis meses, promoverá 
las modificaciones legislativas que procedan, para regular 
la cobertura privada de las situaciones de dependencia.

2. C on el fin de facilitar la cofinanciación por los 
beneficiarios de los servicios que se establecen en la pre-
sente Ley, se promoverá la regulación del tratamiento 
fiscal de los instrumentos privados de cobertura de la 
dependencia.

D isposición adicional octava. Terminología.

Las referencias que en los textos normativos se efec-
túan a «minusválidos» y a «personas con minusvalía», se 
entenderán realizadas a «personas con discapacidad».

A  partir de la entrada en vigor de la presente Ley, las 
disposiciones normativas elaboradas por las A dminis-
traciones Públicas utilizarán los términos «persona con 
discapacidad» o  «personas con discapacidad» para 
denominarlas.

D isposición adicional novena. Efectividad del reconoci-
miento de las situaciones vigentes de gran invalidez y 
de necesidad de ayuda de tercera persona.

Q uienes tengan reconocida la pensión de gran invali-
dez o  la necesidad de asistencia de tercera persona según 
el R eal D ecreto 1971/1999, de 23 de diciembre, de Proce-
dimiento para el reconocimiento, declaración y califica-
ción del grado de minusvalía, tendrán reconocido el 
requisito de encontrarse en situación de dependencia, en 
el grado y nivel que se disponga en el desarrollo regla-
mentario  de esta Ley.

D isposición adicional décima. Investigación y desarrollo.

1. Los poderes públicos fomentarán la innovación 
en todos los aspectos relacionados con la calidad de vida 
y la atención de las personas en situación de dependen-
cia. Para ello, promoverán la investigación en las áreas 
relacionadas con la dependencia en los planes de I+D +I.

2. Las A dministraciones Públicas facilitarán y apoya-
rán el desarrollo de normativa técnica, de forma que ase-
gure la no discriminación en procesos, diseños y desarro-
llos de tecnologías, productos y servicios, en colaboración 
con las organizaciones de normalización y todos los agen-
tes implicados.

D isposición adicional undécima. Ciudades de Ceuta y 
M elilla.

El M inisterio  de Trabajo y A suntos S ociales suscribirá 
acuerdos con las C iudades de C euta y M elilla sobre cen-
tros y servicios de atención a la dependencia en ambas 
C iudades, pudiendo participar en el C onsejo Territorial 
del S istema en la forma que éste determine.

D isposición adicional duodécima. Diputaciones Forales, 
Cabildos y Consejos Insulares.

En la participación de las entidades territoriales en el 
S istema para la A utonomía y A tención a la D ependencia 
se tendrán en cuenta las especificidades reconocidas a las 
D iputaciones Forales en el caso de la C omunidad A utó-
noma del País Vasco, a los C abildos en el caso de la 
C omunidad A utónoma de C anarias y a los C onsejos Insu-
lares en el caso de la C omunidad A utónoma de Illes 
Balears.
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D isposición adicional decimotercera. Protección de los 
m enores de 3 años.

1. S in perjuicio  de los servicios establecidos en los 
ámbitos educativo y sanitario, el S istema para la A utono-
mía y A tención a la D ependencia atenderá las necesida-
des de ayuda a domicilio  y, en su caso, prestaciones eco-
nómicas vinculadas y para cuidados en el entorno familiar 
a favor de los menores de 3 años acreditados en situación 
de dependencia. El instrumento de valoración previsto en 
el artículo 27 de esta Ley incorporará a estos efectos una 
escala de valoración específica.

2. La atención a los menores de 3 años, de acuerdo 
con lo dispuesto en el apartado anterior, se integrará en 
los diversos niveles de protección establecidos en el ar-
tículo 7 de esta Ley y sus formas de financiación.

3. En el seno del C onsejo Territorial del S istema para 
la A utonomía y A tención a la D ependencia se promoverá 
la adopción de un plan integral de atención para estos 
menores de 3 años en situación de dependencia, en el 
que se contemplen las medidas a adoptar por las A dmi-
nistraciones Públicas, sin perjuicio  de sus competencias, 
para facilitar atención temprana y rehabilitación de sus 
capacidades físicas, mentales e intelectuales.

D isposición adicional decimocuarta. Fom ento del em pleo 
de las personas con discapacidad.

Las entidades privadas que aspiren a gestionar por vía 
de concierto prestaciones o servicios del S istema para la 
A utonomía y A tención a la D ependencia deberán acreditar 
con carácter previo, en el caso de que vinieran obligadas a 
ello, el cumplimiento de la cuota de reserva para personas 
con discapacidad o, en su defecto, las medidas de carácter 
excepcional establecidas en el artícu lo 38 de la Ley 13/1082, 
de 7 de abril, de Integración S ocial de los M inusválidos, y 
reguladas en el R eal D ecreto 364/2005, de 8 de abril.

D isposición adicional decimoquinta. Garantía de accesi-
bilidad y supresión de barreras.

Las A dministraciones Públicas, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, garantizarán las condiciones 
de accesibilidad en los entornos, procesos y procedimien-
tos del S istema para la A utonomía y A tención a la D epen-
dencia, en los términos previstos en la Ley de igualdad de 
oportunidades, no discriminación y accesibilidad univer-
sal de las personas con discapacidad.

D isposición adicional decimosexta. Pensiones no contri-
butivas.

S e modifica el apartado 2 del artículo 145 del Texto 
R efundido de la Ley G eneral de la S eguridad S ocial, apro-
bado por R eal D ecreto legislativo 1/1994, de 20 de junio, 
en los siguientes términos:

Las cuantías resultantes de lo establecido en el apar-
tado anterior de este artículo, calculadas en cómputo 
anual, son compatibles con las rentas o  ingresos anuales 
de que, en su caso, disponga cada beneficiario, siempre 
que los mismos no excedan del 25 por 100 del importe, en 
cómputo anual, de la pensión no contributiva. En caso 
contrario, se deducirá del importe de la pensión no contri-
butiva la cuantía de las rentas o  ingresos que excedan de 
dicho porcentaje, salvo lo dispuesto en el artículo 147.

D isposición transitoria primera. Participación en la finan-
ciación de las Adm inistraciones Públicas.

D urante el período comprendido entre el 1 de enero 
de 2007 y el 31 de diciembre de 2015, y para favorecer la 

implantación progresiva del S istema, la A dministración 
G eneral del Estado establecerá anualmente en sus Presu-
puestos créditos para la celebración de los convenios con 
las administraciones de las C omunidades A utónomas de 
acuerdo con el artículo 10 de esta Ley.

D isposición transitoria segunda.

D urante un periodo máximo de seis meses desde la 
fecha de inicio  para la presentación de solicitudes de 
reconocimiento de la situación de dependencia, quedará 
en suspenso lo previsto en el artículo 28.6 sobre delega-
ción, contratación o  concierto.

D isposición final primera. Aplicación progresiva de la 
Ley.

1. La efectividad del derecho a las prestaciones de 
dependencia incluidas en la presente Ley se ejercitará pro-
gresivamente, de modo gradual y se realizará de acuerdo 
con el siguiente calendario a partir del 1 de enero de 2007:

El primer año a quienes sean valorados en el G rado III 
de G ran D ependencia, niveles 2 y 1.

En el segundo y tercer año a quienes sean valorados 
en el G rado II de D ependencia S evera, nivel 2.

En el tercero y cuarto año a quienes sean valorados en 
el G rado II de D ependencia S evera, nivel 1.

El quinto y sexto año a quienes sean valorados en el 
G rado I de D ependencia M oderada, nivel 2.

El séptimo y octavo año a quienes sean valorados en 
el G rado I de D ependencia M oderada, nivel 1.

2. El reconocimiento del derecho contenido en las 
resoluciones de las administraciones públicas competen-
tes generará el derecho de acceso a los servicios y presta-
ciones correspondientes, previstos en los artículos 17 a 25 
de esta Ley, a partir del inicio  de su año de implantación 
de acuerdo con el calendario  del apartado 1 de esta dispo-
sición o  desde el momento de su solicitud de reconoci-
miento por el interesado, si ésta es posterior a esa fecha.

3. Transcurridos los primeros tres años de aplica-
ción progresiva de la Ley, el C onsejo Territorial del S is-
tema para la A utonomía y A tención a la D ependencia 
realizará una evaluación de los resultados de la misma, 
proponiendo las modificaciones en la implantación del 
S istema que, en su caso, estime procedentes.

4. En la evaluación de los resultados a que se refiere 
el apartado anterior se efectuará informe de impacto de 
género sobre el desarrollo de la Ley.

D isposición final segunda. Consejo Territorial del Sis-
tem a para la Autonom ía y Atención a la Dependencia.

En el plazo máximo de tres meses desde la entrada en 
vigor de la presente Ley, deberá constituirse el C onsejo 
Territorial del S istema para la A utonomía y A tención a la 
D ependencia regulado en el artículo 8.

D isposición final tercera. Com ité Consultivo.

En el plazo máximo de tres meses desde la entrada en 
vigor de la presente Ley, deberá constituirse el C omité 
C onsultivo del S istema para la A utonomía y A tención a la 
D ependencia regulado en el artículo 40.

D isposición final cuarta. M arco de cooperación interad-
m inistrativa para el desarrollo de la Ley.

En el plazo máximo de tres meses desde su constitu-
ción, el C onsejo Territorial del S istema acordará el marco de 
cooperación interadministrativa para el desarrollo de la Ley 
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previsto en el artículo 10, así como el calendario para el 
desarrollo de las previsiones contenidas en la presente Ley.

D isposición final quinta. Desarrollo reglamentario.

En el plazo máximo de tres meses tras la constitución 
del C onsejo y de conformidad con los correspondientes 
acuerdos del C onsejo Territorial del S istema, se aprobará 
la intensidad de protección de los servicios previstos de 
acuerdo con los artículos 10.3 y 15, así como el baremo 
para la valoración del grado y niveles de dependencia 
previstos en los artículos 26 y 27.

D isposición final sexta. Informe anual.

1. El G obierno deberá informar a las C ortes anual-
mente de la ejecución de las previsiones contenidas en la 
presente Ley.

2. D icho informe incorporará la memoria del C on-
sejo Territorial y el dictamen de los Ó rganos C onsultivos.

D isposición final séptima. Habilitación normativa.

S e faculta al G obierno para dictar cuantas disposicio-
nes sean necesarias para el desarrollo y ejecución de la 
presente Ley.

D isposición final octava. Fundamento constitucional.

Esta Ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva 
del Estado para regular las condiciones básicas que garanti-
cen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los 
derechos y el cumplimiento de los deberes constitucionales, 
conforme al artículo 149.1.1.ª de la C onstitución.

D isposición final novena. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el primer día del mes 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Por tanto,
M ando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta ley.

M adrid, 14 de diciembre de 2006.

JU A N  C A R LOS  R .

El Presidente del G obierno,

JOS É LU IS  R OD R ÍG U EZ ZA PA TER O 

21991 LEY 40/2006, de 14 de diciembre, del Estatuto 

de la ciudadanía española en el exterior.

JUAN CARLOS I

REY  D E ESPAÑ A

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Q ue las Cortes G enerales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EX POSICIÓ N D E M OTIVOS

I

1. La em igración española ha constituido un fenó-
m eno político, social y económ ico que ha caracterizado 

nuestra historia, acentuándose desde la segunda m itad 
del siglo X IX  hasta m ás allá de m ediados del siglo X X .

2. Las prim eras leyes sobre la em igración, que datan 
de 1907 y 1924, nacieron con el m ero objetivo de procla-
m ar la libertad de em igración y de propiciar los desplaza-
m ientos de los españoles al extranjero, sin que se con-
tem plasen m edidas específicas de protección una vez 
instalados en el país de acogida.

3. D urante los siglos X IX  y X X , en diversos períodos, 
se produjeron oleadas de exiliados políticos de distintas 
orientaciones y signos; asim ism o, com o consecuencia de 
la G uerra Civil española y de la dictadura, a partir de 1939 
com ienza a producirse un éxodo de refugiados políticos y 
una em igración de carácter económ ico a otros países, 
m otivada por las duras circunstancias de la posguerra 
que se viven en España, y atraída por las buenas perspec-
tivas de trabajo y el m ayor nivel de vida derivado del 
crecim iento económ ico existente en esos países.

El exilio, com o consecuencia de la G uerra Civil espa-
ñola y la dictadura significó, sin duda, una pérdida para el 
desarrollo económ ico, cultural y social de España. En sen-
tido inverso, los países que acogieron a los refugiados 
españoles pudieron beneficiarse con la form ación acadé-
m ica, científica y profesional de los exiliados.

4. La Ley 93/1960, de 22 de diciem bre, de B ases de 
Ordenación de la Em igración y el D ecreto-ley 1000/1962, 
de 3 de m ayo, que aprueba el texto articulado de dicha 
Ley, elaborados durante el régim en de dictadura, ignoran 
la existencia de cientos de m iles de exiliados en Europa e 
Iberoam érica, si bien es cierto que m arcan un cam bio de 
criterio en el enfoque de la corriente m igratoria.

5. Las razones de este cam bio obedecen a la volun-
tad de regular la em igración de la población española y, al 
m ism o tiem po, im pulsarla. A resultas de ello, se m anten-
drá con un crecim iento constante, hasta 1967, aquel fenó-
m eno m igratorio, –fundam entalm ente dirigido hacia los 
países europeos m ás desarrollados–, que había com en-
zado a producirse hacia 1959.

6. Los factores que determ inan este desplazam iento 
m asivo de trabajadores al exterior en pleno régim en fran-
quista son, por una parte, el notable increm ento dem o-
gráfico de España que provoca un excedente de m ano de 
obra que las estructuras económ icas, basadas en una 
econom ía rural y de escasa industrialización no pueden 
absorber y, por otra, la expansión industrial y el creci-
m iento económ ico de los países europeos.

7. La em igración de la década de los años sesenta, 
así com o la de las décadas anteriores, tuvo efectos bene-
ficiosos, tanto para el trabajador, que tenía la posibilidad 
de obtener un em pleo m ejor rem unerado y de m ejorar su 
cualificación profesional y sus condiciones de vida, com o 
para el crecim iento económ ico de España, ya que la 
entrada de divisas enviadas por los em igrantes perm itió 
sufragar parte del déficit com ercial y equilibrar la balanza 
de pagos, facilitando las im portaciones de bienes de 
equipo destinados a la m odernización de las em presas. 
Esta situación contribuyó en gran m edida a la expansión 
industrial de España en los años sesenta y setenta.

8. D e form a paralela a estos efectos beneficiosos, la 
realidad de la em igración y del exilio exige poner tam bién 
de relieve las consecuencias negativas para los trabajado-
res em igrantes, los exiliados y sus fam ilias derivadas del 
desarraigo social y cultural de España, consecuencia polí-
tica del régim en franquista surgido de la G uerra Civil, de 
las dificultades de inserción social y laboral en el país de 
acogida y de los problem as que habían de abordar en su 
proyecto de retornar a España y, en algunos casos, de la 
represión política sufrida en el país de acogida.

9. M ención especial cabe hacer de las m ujeres que 
tuvieron que em igrar, casi siem pre en el contexto de un 
traslado fam iliar, padeciendo la doble jornada de trabajo 
dom éstico y del trabajo fuera de la casa. A la discrim ina-


